Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de España y al Gobierno de Navarra a realizar diversas acciones en relación a la maternidad, aborto, educación sexual, etcétera, presentada por la A.P.F. de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua.

Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a poner en marcha, antes del 31 de diciembre de 2007, en la Comunidad Foral, todas las medidas necesarias y adecuadas, tanto técnicas como humanas, para la prestación del servicio de interrupción voluntaria del embarazo, dentro de los supuestos contemplados en la citada ley, para que las mujeres puedan ejercer ese derecho siendo atendidas en la sanidad pública de Navarra, presentada por el G.P. Socialistas del Parlamento de Navarra.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Reanudamos la sesión. Conforme al artículo 193.5 de Reglamento, pasaremos a debatir conjuntamente los puntos séptimo y octavo, que serán objeto de votación separada. El séptimo punto del orden del día es el debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a realizar diversas acciones en relación con la maternidad, el aborto, la educación sexual, etcétera, presentada por la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua. Y el octavo punto del orden del día es el debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a poner en marcha, antes del 31 de diciembre de 2007, en la Comunidad Foral, todas las medidas necesarias y adecuadas, tanto técnicas como humanas, para la prestación del servicio de interrupción voluntaria del embarazo, dentro de los supuestos contemplados en la citada ley para que las mujeres puedan ejercer ese derecho siendo atendidas en la sanidad pública de Navarra, presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 193.3 del Reglamento, no se ha presentado ninguna enmienda a las mociones. Conforme se ha anunciado, se va a acumular el debate de las mociones, realizándose este de forma que primero defienda su moción el portavoz de la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua y seguidamente defienda suya el portavoz del Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra. Después se abrirá un turno a favor y un turno en contra y finalmente un turno de réplica, realizándose según el orden anterior de intervenciones.

Entonces, de acuerdo con este criterio, pasamos a dar la palabra al portavoz de la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida-Nafarroako Ezker Batua, señor Erro, para que haga la defensa de la moción por un tiempo de quince minutos.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Muchas gracias, señor Presidente. Realmente, el tema de la interrupción del embarazo es recurrente pero a la vez es un tema sin resolver en nuestra Comunidad y también en el Estado, como voy a intentar explicar en este momento.

A juicio de Izquierda Unida, estamos obligados a avanzar porque las mujeres navarras y el conjunto de las mujeres del Estado español así nos lo exigen. La iniciativa que presenta Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua contiene dos objetivos: el primero es coincidente con la moción que también presenta el Partido Socialista de Navarra, y es instar al Gobierno de Navarra a hacer aplicar en nuestra Comunidad la normativa legal vigente y a regular la objeción de conciencia del personal sanitario en esta materia, asegurando a las mujeres navarras este derecho sanitario, que ha sido suprimido por la decisión política de quienes han estado gobernando en nuestra Comunidad desde la aprobación de la despenalización parcial en el Congreso.

Pero, en segundo lugar, nuestra moción también insta al Gobierno de España a la despenalización total de la interrupción voluntaria del embarazo y a promover una procreación consciente y responsable. Según el Código Penal vigente la práctica de la interrupción voluntaria del embarazo solo se puede realizar en determinados casos: cuando se ha sufrido el delito de violación, cuando existe riesgo para la madre o existen riesgos evidentes para el feto.

A juicio de nuestro grupo, se trata de una normativa retrógrada y restrictiva cuyo resultado es la criminalización de la mujer que necesita interrumpir su embarazo. No todas las mujeres, evidentemente, son partidarias del aborto, pero toda mujer tiene el derecho a tomar sus propias decisiones, como así lo tienen también reconocido en los países de nuestro entorno: Francia, Alemania, Italia, Gran Bretaña, etcétera.

Entendemos que España debe afrontar este debate después de veintidós años de que se aprobara aquella ley de despenalización parcial, una despenalización, a nuestro juicio, muy limitada y extrema porque la sociedad va por otros caminos más tolerantes y más progresistas. Necesitamos, por lo tanto, poner al día el Código Penal, reconocer esa realidad social y aplicar la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo porque supone un avance social para nuestras mujeres, para nuestras compañeras, para nuestras hijas, para nuestras hermanas, para todas las mujeres que piden el derecho a decidir libremente si quieren ser madres, si quieren interrumpir o no su embarazo.

Quiero poner de manifiesto el rechazo de las mujeres navarras, al igual que el de las mujeres españolas, al papel tradicional que la sociedad les ha venido asignando durante siglos desde una concepción totalmente conservadora, y por ello las fuerzas progresistas, y en ese sentido también Izquierda Unida de Navarra, reclamamos hoy la maternidad libre y responsable en una nueva sociedad más igualitaria y más democrática.

Una ley progresista no obliga a las mujeres a abortar, sino que tiene que proteger a quienes así decidan hacerlo y garantizarles la seguridad médica a la que tienen, lógicamente, derecho.

Por eso es necesario instar a la derogación del apartado del Código Penal que sigue penalizando la interrupción voluntaria del embarazo y apostar, a nuestro juicio, por una nueva ley de plazos desde la libertad de la mujer a interrumpir su embarazo cuando así lo considere dentro de las catorce primeras semanas de gestación.

Con el actual Código Penal hoy, mañana, cualquier día y en cualquier momento cualquier mujer o profesional sanitario pueden ser condenados por el simple hecho de abortar fuera de los supuestos contemplados legalmente. Por lo tanto, las mujeres no pueden decidir libremente si quieren o no quieren ser madres. Por eso es necesaria una nueva regulación legal para despenalizar el aborto siempre que este se produzca con el consentimiento de la mujer implicada y en condiciones sanitarias adecuadas.

Las mujeres están bajo la espada de Damocles. La Justicia puede caer en cualquier momento sobre ellas si deciden no ser madres y practicarse un aborto no contemplado. En ese caso, pueden ser condenadas a entre seis y veinticuatro meses de multa o de prisión. Señorías, estarán de acuerdo conmigo en que esto es una sinrazón.

Con esta moción pretendemos impulsar las medidas para poner fin al problema social y político que representa el aborto como un derecho de las mujeres que todavía no está reconocido como tal en el Estado español, en un Estado social de derecho.

El Estado continúa siendo propietario en parte de las decisiones que puedan tomar las mujeres relativas a disponer de su propio cuerpo. En ese sentido, creemos que las circunstancias personales y las necesidades de las mujeres respecto a su embarazo deben ser determinadas por ellas mismas y no ser dictadas por terceras personas, por jueces, por fiscales o por forenses. 

Sigue habiendo muchos embarazos no deseados en Navarra, en el Estado, demasiados embarazos no deseados, y esto se debe a una falta de políticas serias y profundas en el ámbito preventivo y de educación sexual. Los medios tienen que estar, efectivamente, al alcance del conjunto de mujeres y de hombres, de todos, para poder ser utilizados. Por eso también esta moción lo que pretende es implementar más recursos para la educación sexual, incorporar al máximo el acceso a información seria desde la escuela y facilitar al conjunto de la población la utilización universal de medios anticonceptivos seguros en las relaciones sexuales. 

Y se hacía también referencia en el primer punto del orden del día de este Pleno a la necesidad de incorporar la información sexual y la orientación familiar, la planificación familiar, a las funciones que ahora mismo están desempeñando las unidades de atención a la mujer porque es necesario incorporar más servicios.

Pero las mujeres navarras, señorías, sufren una doble penalización. Aparte de no tener reconocida la capacidad de decidir libremente sobre su cuerpo como el resto de las mujeres del Estado, no pueden tampoco practicar lo contemplado legalmente en nuestra Comunidad. Parece que Navarra y el Vaticano están compitiendo por ver cuál es la reserva occidental de la moralidad conservadora, y eso se hace a costa de vulnerar los derechos de las navarras.

La decisión política, porque es decisión política, de no poder aplicar en Navarra la legalidad, la normativa vigente de la interrupción voluntaria del embarazo supone aplicar la política del avestruz. Escondemos la cabeza y no queremos ver cómo más de seiscientas mujeres navarras cada año se ven obligadas a interrumpir su embarazo sin la cobertura ni el apoyo de su Administración sanitaria, y prueba de ello es el desfase entre el número de mujeres navarras que abortan cada año realmente, según lo establecido por el Ministerio de Sanidad, y cuántas están canalizadas por el Servicio Navarro de Salud. El Gobierno de Navarra deja de atender a más del 90 por ciento de las navarras que quieren y deciden interrumpir su embarazo en función de la legalidad vigente. Navarra, a nuestro juicio, está haciendo dejación de su responsabilidad pública de atención sanitaria a todas estas mujeres, y los datos que les he señalado y que son respuesta a una pregunta parlamentaria contestada por la Consejera de Salud así lo corroboran. Aquí, el Departamento de Salud abandona a su suerte a las mujeres que deciden interrumpir el embarazo, teniendo que afrontar ellas solas su difícil situación en una práctica semiclandestinidad, que es, a nuestro juicio, un ejercicio de hipocresía política basado en principios morales y no en criterios sanitarios ni sociales ni siquiera legales.

Por tanto, no son ciertas las afirmaciones que incluso el Presidente del Gobierno de Navarra ha señalado cuando dice que en Navarra se cumple la normativa. Ni siquiera en los términos estrictamente y formalmente legales se está cumpliendo con esta normativa desde el momento en que el 90 por ciento de los abortos de las navarras ni siquiera constan en el Servicio Navarro de Salud porque las mujeres tienen que buscarse la vida por su cuenta.

En ese sentido, nos preguntamos por qué las mujeres navarras tienen que soportar esta doble discriminación, por qué ocurre esto en nuestra Comunidad. Este es un desastre en términos sanitarios y sociales y, a juicio de Izquierda Unida, en un ejercicio de responsabilidad esta situación debería ser corregida de forma inmediata.

Pero más allá de la motivación moral, que, evidentemente, existe en este asunto, también puede haber una motivación económica. Hay que tener en cuenta que de los cálculos que se desprenden de la pregunta parlamentaria respondida se aplica aproximadamente una cantidad de en torno a mil euros por cada caso de interrupción del embarazo que se traslada a una comunidad fuera de la nuestra. Si estamos hablando de más de quinientos cincuenta abortos de mujeres navarras que se hacen cada año fuera de nuestra Comunidad calculemos las cantidades económicas también que tienen afecto al Presupuesto General de Navarra.

Por último, y para hacer efectivo el cumplimiento de la normativa sobre la interrupción voluntaria del embarazo en Navarra, nuestro grupo cree que además de asegurar su práctica en el Servicio Navarro de Salud, por lo tanto, en el servicio público, es necesario también regular la objeción de conciencia del personal sanitario, que ha sido la excusa histórica para no aplicar en Navarra la normativa vigente. A tal fin, la moción que presenta Izquierda Unida prevé la constitución de un registro al efecto, así como un régimen lógico de incompatibilidades para el profesional sanitario que decida objetar.

Termino diciendo que hay un anuncio ya público por parte del Presidente del Gobierno, entiendo que en nombre de todo el Gobierno, señalando que no va a cumplir el acuerdo que hoy podamos adoptar aquí. Yo hoy insto en esta intervención al grupo socialista, que también ha tenido interés en esta materia, a que podamos, una vez resuelto este debate, promover en esta Cámara una proposición de ley que verdaderamente venga a obligar a la Administración Pública, al Gobierno de Navarra, a hacer cumplir este derecho que tienen el conjunto de las mujeres navarras. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señor Erro. Por el grupo socialista, señora Chivite. Tiene quince minutos.

SRA. CHIVITE NAVASCUÉS: En principio, mis intervenciones se van a caracterizar siempre por ser breves y concisas, así que no creo que me hagan falta los quince minutos. La Ley Orgánica 9/1985, de 5 de julio, establece los supuestos para una interrupción voluntaria del embarazo. Ustedes saben que después de más de veinte años de la entrada en vigor de esta ley, esta nunca se ha aplicado dentro de nuestra Comunidad porque no ha habido voluntad política del Gobierno de Navarra para hacerlo, y es en el único lugar de España donde sucede esto.

Si una mujer navarra quiere abortar dentro de los supuestos legales se le obliga a tener que peregrinar a otra comunidad autónoma, con la consiguiente dificultad añadida, para poder ejercer su derecho, cosa que, repito, solamente pasa en nuestra Comunidad.

En el grupo parlamentario socialista creemos que debemos realizar todos los esfuerzos políticos necesarios, y así lo estamos haciendo y lo vamos a seguir haciendo, para dar respuesta satisfactoria y de normalidad a una situación real, porque afecta cada año a más de seiscientas mujeres navarras, y legal, porque estamos hablando de un derecho legal.

Es por todo ello por lo que hemos presentado esta moción en la que instamos al Gobierno de Navarra a poner en marcha, antes de 31 de diciembre de 2007, en la Comunidad Foral, todas las medidas necesarias y adecuadas, tanto técnicas como humanas, para la prestación del servicio de interrupción voluntaria del embarazo dentro de los supuestos contemplados en la citada ley, para que las mujeres navarras puedan ejercer este derecho siendo atendidas en la sanidad pública de Navarra, porque, señorías, ya es hora, de verdad, de que después de veinte años se respeten y se garanticen los derechos de las mujeres navarras amparados por la ley.

Y ahora, posicionándome respecto a la moción que ha presentado Izquierda Unida, nosotros podemos estar más o menos de acuerdo, pero en algunos puntos no estamos a favor, con lo cual solicitamos que la moción pueda votarse por puntos. Estaríamos a favor de todos los puntos excepto de dos, el punto 3 y el punto 4, que son los que se refieren al tema del aborto libre en las catorce primeras semanas de gestación, respecto a los que nos posicionaríamos en contra. Nuestro grupo considera que esto debe ser tema de un debate más profundo y que se deberían realizar los pertinentes estudios y buscar el consenso necesario; por otra parte, nosotros estamos en el tema de la aplicabilidad de la ley. Nada más.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señora Chivite. La señora Consejera María Kutz tiene un turno.

SRA. CONSEJERA DE SALUD (Sra. Kutz Peironcely): Buenos días, señor Presidente, señoras y señores Parlamentarios. He de decir que en Navarra se respeta, se garantiza y no se vulnera ningún derecho amparado por ley, y por consiguiente se cumple la ley. En el Departamento de Salud se informa y orienta a todas las mujeres que así lo requieren. A todas las mujeres que lo solicitan y cumplen los preceptos legales se les proporcionan los medios de forma totalmente gratuita. Por consiguiente, por un lado se cumple la ley y, por otro lado, se respeta la objeción de conciencia de los profesionales sanitarios. Objeción de conciencia que se produce en toda España. Así, si vamos a datos del Ministerio de Sanidad y Consumo del año 2005, vemos que solo el 3 por ciento de los abortos que se realizan en España se hacen en la sanidad pública. Y si vamos a esos datos del Ministerio y vemos la distribución por centros que notifican interrupciones voluntarias del embarazo, por comunidades españolas, vemos que en comunidades de diferentes signos políticos, como son Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extremadura y Murcia, no se realizan abortos en la sanidad pública, y en una comunidad como la andaluza, una comunidad que corresponde a un amplio territorio, solo se realizan abortos en un centro perteneciente a la sanidad pública; en una comunidad que, como bien saben ustedes, es de muchos kilómetros, vamos, que es una comunidad grande, solamente se realizan abortos en un centro perteneciente a la sanidad pública.

Por dar datos más concretos, les diré que, por ejemplo, en Andalucía, de 17.683 abortos que se realizan anualmente –son datos del año 2005– el 0,15 por ciento se realiza en la sanidad pública. Solamente veintisiete de ellos se realizan en hospitales que dependen de la sanidad pública, el resto se realiza en clínicas privadas; con lo cual estamos ante algo que no solamente se produce en Navarra sino también en toda España, que es la objeción de conciencia de los profesionales sanitarios.

Izquierda Unida habla en su moción de realizar un registro de profesionales que quieran practicar abortos. Les diré que, desde luego, eso incumpliría la Ley de Protección de Datos. También comentaba que en el acceso a la función pública hubiese plazas que pudiesen ser para personas objetoras o no objetoras, y les diré que eso sería un impedimento en el libre acceso a la función pública y, desde luego, conculcaría derechos constitucionales porque no se puede discriminar a la gente por determinadas ideas.

Le diré al portavoz de Izquierda Unida, al señor Erro, que todas esas cosas que insta al Gobierno de España las plantee en Madrid. Plantee usted en Madrid todo ese tipo de cosas que trae aquí para instar al Gobierno de España, ya que usted lo puede plantear.

Hablaba también de mayores prestaciones en cuanto a orientación y educación sexual. Pues también le diré que desde el año 97 en Navarra están los CAM, los Centros de Atención a la Mujer. Hay un decreto que los regula y ordena estas prestaciones, y en esos centros hay salud integral, se ven diversas patologías ginecológicas, hay también control de embarazo, hay una continuidad de la atención entre estos centros y los hospitales públicos navarros y, desde luego, hay orientación y educación sexual. Estos centros son diez en toda Navarra más seis subunidades, o sea, hay dieciséis Centros de Atención a la Mujer en toda Navarra, que, desde luego, en una Comunidad como la nuestra vinieron a mejorar lo que había antes, que eran los Cofes, los centros de planificación. Con lo cual estamos hablando de que tenemos dieciséis Centros de Atención a la Mujer.

Quiero terminar diciendo que se cumple la ley y, desde luego, se respeta la objeción de conciencia de los profesionales sanitarios, objeción de conciencia que está ampliamente implantada en España, como se ve porque solamente ese 3 por ciento de abortos se realiza en la sanidad pública.

Y no quiero terminar sin aclarar dos cosas, la primera de ellas es que se ha hecho referencia en algunas ocasiones a que diversos profesionales han acudido al Departamento de Salud a decir que ellos quieren realizar abortos, y he de decirles que en el Departamento de Salud no se ha recibido ninguna notificación en este sentido. Y luego también quiero hacer referencia a algo que sale hoy en los medios de comunicación, que una clínica privada dice que podría venir a Navarra. Pues por supuesto que si cumple los requisitos esta clínica privada y todas las clínicas privadas podrán venir a la Comunidad Foral, pero en este momento, desde luego, en el Departamento de Salud tampoco tenemos ninguna solicitud. Gracias.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señora Consejera. De acuerdo con lo establecido en el artículo 194, pueden intervenir a continuación los grupos parlamentarios por un tiempo máximo de diez minutos para fijar su posición respecto a las dos mociones. Abriremos un turno a favor y un turno en contra. ¿Turno a favor?

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Señor Presidente, quisiera replicar a la Consejera, no sé si tengo derecho.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Sí, tiene usted derecho de réplica, pero yo creo que sería oportuno que empleara el derecho de réplica que va a tener al final y así abreviamos el debate. ¿De acuerdo?

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Pues en aras de la brevedad de la sesión, acepto su sugerencia.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: ¿Turno a favor? Señora Fernández, por favor.

SRA. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y LAZKANO SALA: Buenos días a todos y todas. En principio, voy a hablar en mi intervención de la situación actual en Navarra y con posterioridad hablaré más en general de las mujeres. Entonces, dado que cuando se habla en Navarra del aborto, y dentro de los supuestos de la ley, siempre se apela o se menciona la objeción de conciencia, voy a tratar de dar unas pinceladas sobre dicha objeción. La objeción de conciencia es un acto de oposición de la ley de la conciencia a la ley oficial, de afirmación de la preeminencia de la ley moral sobre la jurídica establecida. Entonces, la objeción de conciencia es ni más ni menos que un tipo de desobediencia civil y ciudadana a la ley, prevista en determinados supuestos en algunos ordenamientos jurídicos que la admiten o toleran cuando estos dan por buenas las razones morales de dicha objeción. La objeción de conciencia es una desobediencia individual –vuelvo a insistir, individual– a la ley abierta y pública, no violenta, que acepta las consecuencias personales derivadas de la misma, que refleja una conexión directa entre la objeción y la ley concreta a la que se objeta, que se justifica en la propia conciencia, en la religión o en una ley de mayor rango y que pretende provocar en los demás la conversión o la persuasión.

La objeción de conciencia presenta varios riesgos, y voy a enumerar tres: uno, el enmascaramiento a través de la supuesta objeción de otras cuestiones más relacionadas con motivos discriminatorios o de la búsqueda del interés propio por parte de los objetores; dos, la banalización, o sea, el recurso a la supuesta conciencia totalmente desprovisto de reflexión, simplificando así el proceso de la toma de decisiones morales hasta hacerlo totalmente trivial; y, tercero e importante, la intransigencia, es decir, la asunción absoluta de que la propia conciencia es la conciencia del mundo.

Una democracia que pretende ser justa debe ayudar a asegurar para todas las personas las condiciones de igualdad cívica, igual libertad y oportunidad básica, principios que son precondiciones de un proceso democrático justo pero que también son válidas en sí mismas en cuanto que son expresiones de la libertad de las personas individuales en cuanto agentes éticos. Un Gobierno democrático no puede dar acomodo a todas las creencias de conciencia, sean las que sean, y seguir al mismo tiempo comprometido con la búsqueda de la justicia, porque algunas de estas creencias requieren que las personas nieguen a los demás las libertades y oportunidades básicas que cualquier demócrata debe defender.

El respeto por la conciencia es un bien moral porque refleja respeto por la identidad ética de las personas, pero ese respeto no puede ser un valor absoluto, porque puede entrar en conflicto con otros principios democráticos básicos. Por eso, el respeto por la conciencia por sí mismo no ofrece ninguna garantía de la producción de una mayor justicia en ningún momento ni en ninguna ocasión. 

Entrando en el tema sanitario, diré que la objeción de conciencia del personal sanitario debe ser respetada, por supuesto, pero tiene que cumplir un requisito fundamental: el ejercicio de este derecho por un profesional sanitario nunca podrá suponer un perjuicio directo para el paciente. Además, los centros sanitarios están obligados a prescribir y a proporcionar los servicios y prestaciones que reconozca el sistema de salud a los ciudadanos, porque el primer deber de las instituciones sanitarias es el de dar respuesta a las necesidades de sus pacientes y a las necesidades previstas de los miembros de la Comunidad a la que sirven, asegurando la accesibilidad a un ciudadano dedicado y competente.

Por ello, resulta éticamente necesario reconocer no solo la protección de las consecuencias de los actos en los médicos objetores, sino la anterior y más importante protección de las consecuencias derivadas de la objeción de conciencia en los propios pacientes. No hacerlo así coloca el problema de la objeción de conciencia únicamente en el contexto de derechos en conflicto sin incluir las obligaciones concomitantes, porque el auténtico conflicto es el que se da entre el derecho de una persona a evitar participar en actividades que considera moralmente repugnantes y el derecho a tener acceso a los servicios médicos aprobados socialmente. 

Por eso diré que respecto a este punto en Nafarroa Bai entendemos que el aborto es un derecho legal de todas las mujeres que se encuentran dentro de estos supuestos legales. Somos y queremos ser muy respetuosos con aquellas personas que deciden hacer la objeción de conciencia pero, como he dicho, la objeción de conciencia es un derecho individual y es una decisión tomada libremente, no como ocurre en Navarra, donde la objeción de conciencia se realiza por grupos o instituciones, como es el propio Gobierno de Navarra, que además son capaces tanto unos como otros de presionar a quienes no piensan como ellos y judicializar una acción completamente legal, actuando incluso por encima de la ley. Por eso pedimos que se pueda ejercer libremente sin presiones ni políticas ni sociales.

Al hilo de lo que estaba diciendo, me van a permitir que lea un fragmento de lo que dijo Juan Luis Beltrán en la Jornada de Objeción de Conciencia, organizada por el Comité de Ética Asistencial del Hospital Virgen del Camino y patrocinada por el Departamento de Salud, quien hizo referencia a una sentencia del Tribunal Constitucional, concretamente la 106/96, que dice lo siguiente: Los centros sanitarios no pueden invocar un ideario propio a ponderar frente a otros derechos y bienes constitucionales. Los centros sanitarios están obligados a prescribir y proporcionar los servicios y prestaciones reconocidos en el sistema de salud y la Administración debe adoptar una actitud especialmente vigilante a fin de evitar cualquier desatención de la paciente. No se admite la objeción de conciencia institucional.

Le diré a la señora Consejera que lo que estamos pidiendo es que sea en Navarra y desde la sanidad pública, no en otro sitio, lo estamos pidiendo aquí, en Navarra.

Por otro lado, si me lo permiten, como he dicho que iba a separar mi intervención en en dos partes, voy a dar unas definiciones de lo que son salud sexual, salud reproductiva y derechos sexuales y reproductivos. Salud sexual: su objetivo es el desarrollo de la vida y de las relaciones personales y no meramente el asesoramiento y atención en materia de reproducción y de enfermedades de transmisión sexual. Salud reproductiva es un estado general de bienestar físico, mental y social y no mera ausencia de enfermedades o dolencias en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y procesos. Entonces, la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin riesgos, y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia. 

Derechos sexuales y reproductivos. Los derechos humanos de las mujeres incluyen su derecho a ejercer el control y decidir libre y responsablemente sobre las cuestiones relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, libres de coerción, discriminación y violencia, y se reconoce que la capacidad de las mujeres para controlar su propia fecundidad constituye una base fundamental para el disfrute de otros derechos.

El aborto, por supuesto, no es deseado por nadie. Conlleva una fuerte carga de presión y sufrimiento, tanto en la toma de decisiones como en el hecho físico de someterse a una intervención. Según estadísticas, el número de abortos aumenta cada año en Navarra, como en el Estado español, y se incrementa además en jóvenes y emigrantes. Si me lo permiten, identificaré tres posibles causas del aumento de abortos. En primer lugar, insuficiencia de medios en los centros de atención de salud sexual y reproductiva, como se deberían llamar, actualmente CAM, que lugar de ir mejorando han ido perdiendo su contenido educativo y preventivo y de promoción de la salud pasando a ser una consulta de ginecología asistencial, algo denunciado en infinidad de ocasiones desde distintos colectivos y centros, pero a lo que el Gobierno de UPN y CDN siempre ha hecho y sigue haciendo oídos sordos. Le diré a la señora Consejera que no solamente ha cambiado el nombre de Cofes a CAM, sino que eso lleva detrás una política añadida. En segundo lugar, situaciones socioeconómicas en las que la mujer ve imposible hacer frente a su embarazo por precariedad laboral o incluso por situaciones de pobreza. Al respecto, como ya he mencionado en mi primera intervención, algo tendrán que decir también los servicios sociales al margen de otros servicios. En tercer lugar, por qué no mencionar también una tendencia a subestimar los riesgos de determinadas conductas sexuales y una cierta banalización de la píldora postcoital y del aborto como solución. En esto también la Administración y la sociedad tienen sus responsabilidades, al disminuir la educación sexual incluso en los centros escolares y desde edades muy tempranas, porque no necesitamos una educación única y exclusivamente en claves reproductivas. 

Por ello, en Nafarroa Bai creemos que urge normalizar una realidad social con una ley de plazos que convenga a toda la sociedad y regule el derecho y una necesidad de las mujeres; facilitar los medios para evitar los embarazos no deseados, así como los recursos para que los abortos se realicen en buenas condiciones, incluyendo la prestación de abortar en la sanidad pública de forma normalizada; educar para fomentar las responsabilidades en la toma de las propias decisiones; fomentar la educación sexual en todos los ámbitos y reintroducir la educación sexual dentro del currículo escolar reglado; facilitar la información y el asesoramiento permanente, así como garantizar una anticoncepción accesible; fomentar acciones positivas para personas marginadas y desfavorecidas y mantener la atención específica a jóvenes; garantizar el derecho de las mujeres a no ser tuteladas y decidir por sí mismas y a no ser perseguidas ni penalizadas por ello; y garantizar el derecho de una ley de plazos que resuelva la impostura de la situación actual y que no penalice al personal sanitario que no objeta.

Añadiré también que salió en su momento en los medios de comunicación que UPN y CDN no aceptarán que la sanidad pública aplique el aborto en los supuestos contenidos por la ley. Voy a mencionar también unas frases del discurso de investidura del señor Presidente, en el cual, aparte hablar mucho de las mayorías, porque le gustó mucho utilizar lo de la mayoría, decía que los navarros con su decisión habían impulsado a las distintas formaciones a dialogar. Dijo también: El Gobierno que presido será un Ejecutivo dialogante y respetuoso con todos. El Gobierno que pretendo configurar responderá a la mayoría social y se ejercerá desde la tolerancia, para saber vivir con las diferencias pero sin dejarse avasallar por ellas. 

Bien, este es el momento de demostrarlo y cumplir lo que la mayoría del Parlamento decida, es decir, la mayoría social, porque, si no, si en el primer debate que tenemos no se va a cumplir esa mayoría social, ¿qué podemos esperar? Los ciudadanos y ciudadanas navarras tendrán que sacar sus propias conclusiones. Los ciudadanos y ciudadana navarras analizarán las palabras, no quiero pensar que hubiesen sido vacías, del señor Sanz y de UPN en su discurso de investidura. Los ciudadanos y ciudadanas navarras analizarán lo poco que le importa al actual Gobierno las mayorías sociales porque en la primera oportunidad que tiene sigue y seguirá pasando el rodillo.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Señora Fernández, le ruego que vaya terminando. 

SRA. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y LAZKANO SALA: Si me permite un momento, mencionaré los compromisos que se tomaron en El Cairo y Beijing, lo leeré literalmente.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Brevemente.

SR. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y LAZKANO SALA: A la luz de lo dispuesto en el párrafo 8.25 del programa de acción en la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, donde se establece que en ningún caso se debe promover el aborto como método de planificación de la familia, se insta a todos los Gobiernos y a las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes a incrementar su compromiso con la salud de la mujer, a ocuparse de los efectos que tienen sobre la salud los abortos realizados en condiciones de riesgo como una cuestión prioritaria de salud pública y a reducir el recurso del aborto mediante la prestación de amplios y mejores servicios de planificación familiar. Las mujeres que tienen embarazos no deseados deberán tener fácil acceso a una información veraz y un asesoramiento comprensivo. En los casos en los que el aborto no sea contrario a la ley deberá realizarse en condiciones de seguridad. En todos los casos, las mujeres deberán tener acceso a servicios de calidad para tratar las complicaciones derivadas de la práctica de los abortos. Se deberá considerar la revisión de leyes que contemplan medidas punitivas contra las mujeres que han recurrido a abortos ilegales.

Y para terminar, si me permite, le quisiera decir al señor Erro, ya que como ha interpelado única y exclusivamente al PSN que nosotros también estamos aquí y, como ve, estamos a favor mociones. 

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señora Fernández. ¿Turno en contra? Por UPN, señor García Adanero, tiene diez minutos.

SR. GARCÍA ADANERO: Muchas gracias, señor Presidente. Señorías, buenos días. Esta es una cuestión ampliamente debatida en esta Cámara. En la pasada legislatura, sobre todo al final, también se debatió en varias ocasiones y, de hecho, se votó una moción sobre esta misma cuestión, hubo una comparecencia cuyo único punto del orden del día era este tema, así como una interpelación dirigida yo creo que en aquel momento al Presidente del Gobierno. Por lo tanto, la posición de Unión del Pueblo Navarro está claramente explicada y puesta de manifiesto en los Diarios de Sesiones de esta Cámara. 

Los aspectos expresados en esos Diarios de Sesiones en su gran mayoría o en su totalidad siguen teniendo plena vigencia y, por lo tanto, para no extenderme, doy por reproducido lo dicho en esas intervenciones.

Asimismo, hoy ha intervenido la Consejera de Salud y compartimos sus palabras y el conjunto de su intervención respecto a la situación de la interrupción voluntaria del embarazo en nuestra Comunidad.

También hay que decir que la Consejera ha dado una serie de datos que yo creo que son contundentes y que son muy importantes, porque, al final, estamos hablando de que hay comunidades que históricamente han estado gobernadas por el Partido Socialista y en las que en ningún caso se realizan estas interrupciones voluntarias del embarazo, estos abortos, en centros públicos.

Me imagino que aquí lo que se le está diciendo al Gobierno es que sea en los centros públicos, no en los centros privados, donde se puedan realizar estas interrupciones o estos abortos. Y digo esto porque una vez más es bueno apelar a otras comunidades para ver la coherencia de cada uno cuando está planteando las cosas. Aquí se nos plantea que el Gobierno en la sanidad pública permita que se practiquen abortos cuando en aquellas comunidades que llevan toda la vida gobernadas por el Partido Socialista esto no se produce. Ahí está el caso de Extremadura, el de Andalucía, con un porcentaje mínimo, el 0,1 por ciento de los abortos producidos, en Castilla-La Mancha el 0.03 por ciento, u otras comunidades, como digo, históricamente gobernadas por el Partido Socialista en las que no se producen estas interrupciones voluntarias del embarazo en la sanidad pública, que yo me imagino que será lo que le preocupe al Partido Socialista en este momento.

Yo creo que el objetivo de presentar esta moción ahora era demostrar que el Gobierno se encuentra en minoría. Yo así lo interpreté. Sí que me llamó la atención que una vez que el Partido Socialista anunció que iba a presentar esta moción en el Parlamento Izquierda Unida le ganara por la mano, la presentó antes en Registro e incluso fue más allá, supongo que para diferenciarse y mostrar que está más a la izquierda que el Partido Socialista. Yo creo que aquí cada uno juega las bazas que estima oportunas y, por lo tanto, así fue el hecho cronológico de esta cuestión, porque habría que decirle al señor Erro, como ya le ha dicho en parte la Consejera, que, lógicamente, si es socio prioritario o no sé cómo le llaman y socio leal, etcétera, del Partido Socialista, lo normal es que todas esas cuestiones que plantea al Partido Socialista, que si insta al Gobierno de la nación, etcétera, que lo haga directamente –dice que lo va a hacer–, ya que no tiene que pasar por el Parlamento. Vayan y háganlo directamente y supongo que con la contribución que le hacen el Partido Socialista no tendrá ningún problema en aceptar todas sus reivindicaciones y, por lo tanto, creo que aquí sobran todas esas reivindicaciones de instar al Gobierno de España.

También le diré que en un momento de su intervención parecía que el señor Erro hablaba en nombre de las mujeres navarras. A mí permítame que hable en nombre del 43 por ciento, no de las mujeres, pero sí de todas las mujeres que han votado dentro de ese 43 por ciento que representa mi sigla. Haga usted la cuenta de las mujeres a las que representa, pero yo en este momento hablo de las mujeres que forman parte de ese 43 por ciento que votaron a Unión del Pueblo Navarro en las últimas elecciones.

Decía la señora Chivite, y quizás tenga razón, que ha sido voluntad política del Gobierno de Navarra que esto no se produzca en Navarra. Voluntad política, lo ha dicho muy bien, del Gobierno de Navarra, no de UPN. De Partido Socialista también, porque, claro, esta ley es del año 1985, hubo seis años de Gobierno socialista, y esto no cambió. O sea, en seis años el Gobierno socialista hizo lo mismo. Mejor dicho, UPN ha hecho lo mismo que hizo el Partido Socialista en esta cuestión, no ha variado su política, es la misma. Años 1985-1991, Partido Socialista, si quieren contamos los nueve meses del tripartito, pero Unión del Pueblo Navarro en el Gobierno ha hecho lo mismo que hizo el Partido Socialista. Por lo tanto, voluntad del Gobierno de Navarra, independientemente de a qué siglas corresponda el Gobierno de Navarra, sea Partido Socialista o Unión del Pueblo Navarro en este caso con CDN. Por lo tanto, esa ha debido de ser la voluntad que han tenido los diferentes Gobiernos.

Se ha hablado mucho de la objeción de conciencia y yo creo que es bueno leerse la sentencia del Tribunal Constitucional referida a esta cuestión, sentencia del 11 de abril del 85, cuando se recurrió la ley que regula el tema del aborto, que decía claramente que se puede ejercitar ese derecho sin estar regulado porque así lo recoge la propia Constitución. Y eso lo dice la sentencia referida a esta cuestión. No se habla de la objeción de conciencia, así, en tema general, la objeción de conciencia referida al tema del aborto.

Con lo cual, desde Unión del Pueblo Navarro, una vez más decimos, como bien ha dicho la Consejera, que las obligaciones establecidas en la norma se cumplen, que se cumple la ley vigente, que se respeta el derecho fundamental a la objeción de conciencia de los profesionales y, por lo tanto, en ningún caso podemos llegar a la conclusión de que aquí no se hace lo que legalmente se tiene que hacer, porque de otra forma no estaríamos hablando como estamos hablando sino que alguno habría tenido problemas a lo largo de los años, desde 1985, como digo, ya fueran Gobiernos socialistas con Consejeros socialistas o Gobiernos de UPN con Consejeros de UPN.

Por lo tanto, manteniendo la posición que hemos tenido a lo largo de los años en este debate, UPN votará en contra de las dos mociones presentadas. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señor García Adanero. Por CDN, señor Burguete, tiene la palabra.

SR. BURGUETE TORRES: Gracias, señor Presidente. Buenas tardes ya, señorías. Nos trae a la cuestión hoy un tema siempre controvertido, con diferentes aristas, que afecta a la conciencia, que también afecta a la moral, pero después de haber escuchado y leído a lo largo de los últimos días diferentes manifestaciones sobre la situación de esta realidad en España tengo que decir que España no tiene una ley que permita el aborto, tenemos hoy una ley que despenaliza el aborto en tres concretos supuestos: grave riesgo para la madre, físico o psíquico; supuesto de violación y un tercer supuesto de riesgo para el feto, y en ese marco es en el que se permite y se despenaliza la interrupción voluntaria del embarazo en esos supuestos. 

Y esta realidad normativa tiene veintidós años de vigencia, por tanto, a lo largo de estos veintidós años de vigencia se han venido generando y produciendo unas realidades que con la frialdad y con la rotundidad de los números demuestran que esta situación tiene algunas posturas encontradas. Y no es difícil encontrar respuesta a la pregunta de por qué en Castilla-La Mancha, de un total de 2.661 interrupciones voluntarias del embarazo se desarrolla una en la sanidad pública, o cómo en Castilla y León, sobre 2.908 interrupciones voluntarias del embarazo –con datos del año 2005, que deben ser los que estamos manejando todos los portavoces– también hubo una sola interrupción voluntaria del embarazo en la sanidad pública. ¿Qué demuestra esta situación? ¿Qué demuestra esta realidad? Pues que, por un lado, las Administraciones Públicas intentan preservar el derecho de la madre a la interrupción voluntaria del embarazo concitando, complementando con otro derecho como es el derecho y la garantía de las personas a la objeción de conciencia. Y las diferentes comunidades autónomas a lo largo de estos veintidós años, en ese marco, no en otro, han ido adoptando diferentes decisiones que han ido aportando soluciones a esa realidad. Y allá donde hay entidades privadas nada dudosas, evidentemente, de querer obtener un beneficio económico, pero que existen, han atendido por el procedimiento de la sanidad privada, cosa que supongo que no ha sido criticado por ninguna de sus señorías, y allá donde no hay una sanidad privada que sea capaz de atender esa realidad se han encontrado otras fórmulas, como la que se ha venido aplicando desde el año 85 en la Comunidad Foral de Navarra.

En la Comunidad Foral de Navarra, en nuestra Comunidad, se ha venido, por un lado, garantizando el derecho de la madre a la interrupción voluntaria del embarazo y también se ha cumplido con esa garantía del derecho de las personas a la objeción de conciencia. Y ese copyright desde el año 85 y el real decreto que lo desarrolla en el año 86 no le corresponde ni al grupo que sustenta a este portavoz, a Convergencia, ni tampoco le corresponde a la otra parte del Gobierno actual, UPN, ni tampoco al Gobierno anterior, 1999-2003, ni tampoco al Gobierno de 1995 a 1999, ni siquiera tampoco al Gobierno de 1991 a 1995, sino que desde el año 85 y el año 86 se vino aceptando una fórmula que cumpliendo la ley, siendo escrupulosa con el cumplimiento de la ley, atendía los dos aspectos de esta realidad a tener en cuenta: por un lado, el derecho de la madre y, por otro lado, el derecho de los profesionales sanitarios a la objeción de conciencia.

Y eso es lo que se ha venido desarrollando desde esos años 85 y 86 hasta este momento, por eso llama la atención, y aunque el portavoz de UPN también lo ha manifestado no me resisto a hacerlo yo también, que se diga en uno de los argumentos de la exposición de motivos de la moción del Partido Socialista que no ha habido voluntad política por el Gobierno de Navarra. ¿De qué Gobierno de Navarra? ¿De este?, ¿del anterior?, ¿del anterior del anterior?, ¿o de aquel Gobierno del Partido Socialista presidido por el señor Urralburu? ¿Aquel Gobierno es el que no tuvo voluntad o tuvo que buscar una fórmula de encuentro para atender los dos objetivos que se plantean en esta realidad, el del cumplimiento de la norma en atención a la mujer en la interrupción voluntaria del embarazo y el derecho de los profesionales sanitarios a la objeción de conciencia? Y eso para nosotros ha sido una solución pacíficamente aceptada, sé que se podrá opinar de otra manera, un marco en el que nosotros nos sentimos cómodos.

A partir de ahí, es evidente que se han venido desarrollando diferentes valoraciones, y yo no he leído ni he tenido conocimiento de grandes propuestas de modificación normativa a lo largo de esta legislatura para despenalizar el aborto, ni el señor Rodríguez Zapatero, como Presidente del Gobierno de la nación, ha liderado propuestas en esos términos. Por tanto, en cuanto a las propuestas que se plantean en la moción de la agrupación parlamentaria de Izquierda Unida, reconociendo, evidentemente, la capacidad para poder presentar iniciativas en este Parlamento, sin duda alguna, en aquellos aspectos que se refieren al Gobierno de España, al Gobierno de la nación, es evidente que gracias a la estrecha relación de la organización federal que usted representa con el Gobierno del señor Rodríguez Zapatero, por aquello de la economía de costes y de los tratamientos en cuanto a los procesos temporales, se podrían haber tratado con mucha más finura donde corresponde, que es en las Cortes Generales, y no por otro procedimiento más abigarrado, más difícil de poder cumplir, teniendo en cuenta además que estamos ya en la finalización de la propia legislatura.

Es cierto, además, que incluso se afirma que rechazar o no una propuesta como las que hoy se están presentando, más completa y más ambiciosa la de Izquierda Unida, más ligera y más liviana la del Partido Socialista, puede ser un ejercicio de progresismo para aquellos que lo apoyan y de conservadurismo para aquellos que lo vamos a rechazar. Bueno, pues una vez más lo datos, fríos datos, del resto de las comunidades autónomas a las que ya se han referido tanto la Consejera como el portavoz de UPN demuestran que esta realidad no es así, que trasciende del progresismo o del conservadurismo. No se puede considerar a Andalucía conservadora porque prácticamente no desarrolle interrupciones voluntarias del embarazo en la sanidad pública, ni mucho menos a Castilla-La Mancha y, por tanto, tampoco a la Comunidad Foral de Navarra ni a los partidos que en este momento sustentan al Gobierno.

Ya se ha dicho que solo el 3 por ciento de los abortos en España se practican en hospitales públicos, y cuando la sanidad pública no lo hace, se concierta con la privada, y si esta privada no se da en esta comunidad autónoma, se concierta con otras empresas privadas cercanas a nuestro territorio foral. Y esa es la realidad.

A partir de aquí, queremos mostrar nuestro rechazo a las dos propuestas. Se podrían compartir algunos de los aspectos planteados por de Izquierda Unida, pero, evidentemente, en lo sustancial estamos en desacuerdo. Es evidente que por economía de costes sería mucho más interesante trasladar las propuestas que se dirigen al Gobierno de la nación allá directamente. Se presentan algunas iniciativas para las que Navarra no tiene competencia e insisto en que no entiendo de la propuesta del Partido Socialista la afirmación tan rotunda de que no ha habido voluntad política por parte del Gobierno de Navarra. Estoy segura de que la señora Chivite en el turno de réplica que tiene nos lo explicará con todo lujo de detalles y aclarará estas dudas de a qué Gobierno de Navarra se refiere y cuál es el que no ha tenido esa decidida y clara voluntad política de no cumplir la ley del año 85. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señor Burguete. En el turno de réplica, señor Erro, por favor. Tiene diez minutos.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Muchas gracias, señor Presidente. Realmente, quiero empezar diciendo que no es cierto que en Navarra se cumpla la ley. En la práctica no se cumple la ley. Son las mujeres navarras las que tienen que ir a cumplir la ley fuera de nuestras fronteras; el 90 por ciento, lo vuelvo a reiterar, ya que no ha hecho ninguna referencia a ello la señora Consejera. A mí me gustaría saber cuál es la valoración política del Gobierno de que el 90 por ciento de las mujeres navarras no se adapte al sistema que ustedes tienen establecido y vaya por su cuenta y riesgo a interrumpir su embarazo fuera de nuestra Comunidad. Eso no es aplicar la ley. En Navarra no se puede en estos momentos cumplir la ley porque no se garantiza. No hay constancia de esos casos ni siquiera en el Servicio Navarro de Salud.

El Gobierno de UPN no ha tomado ni una sola iniciativa para impulsar la posibilidad de aplicar la interrupción voluntaria del embarazo en nuestra Comunidad. Nosotros establecemos un planteamiento. Le pediría a la señora Consejera que volviera a leer la moción que presenta Izquierda Unida porque no habla de un registro de los que deciden practicar el aborto, se hace una reserva de no participación en la interrupción voluntaria del embarazo ante la autoridad sanitaria, eso no es inconstitucional, y esta reserva constará de un registro creado para tales supuestos. Es hacerlo al revés de cómo lo está usted planteando. Usted pide que los profesionales sanitarios vengan a usted a decirle que quieren practicar la interrupción voluntaria del embarazo, algo que legalmente está establecido. Hágalo al revés, que los profesionales médicos de Navarra digan que no están dispuestos a practicar la interrupción del embarazo, y así usted sabrá verdaderamente qué recursos tiene para poder impulsar esta práctica en nuestra Comunidad.

A los portavoces de UPN y del CDN les tengo que decir que la voluntad política se va a demostrar en este momento. La voluntad política de este Gobierno se va a demostrar cumpliendo las decisiones que hoy adoptemos en este Pleno. Ahí vamos a ver si verdaderamente ustedes tienen voluntad política o no tienen voluntad política, más allá de echar balones fuera hacia Izquierda Unida o hacia el Partido Socialista. Demuestren que tienen voluntad política de aceptar lo que la decisión democrática de este Parlamento determine esta mañana en esa posición política.

Bueno, respecto al tema de la iniciativa en el Congreso, pues claro que ha habido iniciativas en el Congreso referentes a esta materia por parte de Izquierda Unida, pero, claro, ese argumentario sirve para todos, señor García Adanero, cuando usted viene a este Parlamento a pedir que en el Congreso de los Diputados se debata una proposición de ley para equiparar las pensiones, evidentemente, usted también tiene su grupo parlamentario para poderla desarrollar, y viene aquí, y con toda la legitimidad, que nadie cuestionó, para que este Parlamento traslade las iniciativas que considere oportunas también al Gobierno de España o al Congreso de los Diputados. Por lo tanto, permitan también que con la misma legitimidad los demás establezcamos los criterios políticos que consideremos oportunos.

Yo comparto con los portavoces de UPN y CDN la preocupación por que la iniciativa privada se esté haciendo con más del 90 por ciento de las interrupciones voluntarias del embarazo en aplicación de la normativa vigente del Estado español. Absolutamente de acuerdo. Creo que es por culpa de una dejación de la responsabilidad pública del Ministerio de Sanidad en primer lugar y de las comunidades autónomas, y, evidentemente, es algo que debe ser atajado, ya que debe ser un algo prestado en igualdad de condiciones en una sanidad universal desde los servicios públicos.

Respecto al tema de los centros de atención a la mujer, ustedes saben que han cambiado el modelo. Ustedes saben que hoy hay un apoyo, una cultura a favor de la mujer que decide ser madre, y nos parece absolutamente legítimo y lo apoyamos, lo que nosotros pedimos es que en esos centros se dé el mismo apoyo a la mujer que decide no seguir con su maternidad. Esa es la petición que nosotros estamos haciendo, y eso hoy no se está produciendo en los centros de atención a la mujer. Nosotros queremos que se aplique la normativa vigente y que esos centros de atención a la mujer hagan planificación familiar, hagan orientación sexual, hagan educación sexual y también integren a todas las mujeres demandantes de la interrupción voluntaria del embarazo de esta Comunidad, porque, en estos momentos, repito, el 90 por ciento de estas mujeres no pasan por los centros de atención a la mujer sino que van por su cuenta a la iniciativa privada en otras comunidades autónomas. Señora Consejera, yo calificaría esto de fracaso de la política de su departamento en esta materia. Un rotundo fracaso, porque no se ajusta a la necesidad social de nuestras mujeres.

Hombre, el argumento de que otros Gobiernos de Navarra no han puesto en marcha de la interrupción voluntaria del embarazo me ha sonado un poco frívolo. Yo apelo a la memoria, apelo a la historia, en Navarra se ha hecho la aplicación de la normativa vigente. Yo estaba en el Paseo Sarasate cuando este edificio era la Audiencia manifestándome en favor de unos profesionales médicos que estaban siendo juzgados y de una líder política estatal que estaba encausada en la Audiencia Provincial por unas declaraciones que hizo en aquel momento sobre un juez.

Eso es lo que ocurrió en esta Comunidad. Hubo una persecución de las organizaciones conservadoras hacia aquellos profesionales médicos, incluso hacia aquella mujer que decidió en un momento determinado aplicar la normativa vigente. No se escuden en otros argumentos. No hubo diferentes opciones. En aquel momento no había posibilidad porque la presión social de las organizaciones conservadoras que ustedes parecen representar en este Parlamento fue la que impidió la aplicación durante muchos años. Pero hoy estamos en otra Navarra. Hoy la sociedad es absolutamente diferente y estoy seguro de que hoy la inmensa mayoría de la ciudadanía está a favor de que se pierda el concepto tradicional del papel de la mujer exclusivamente como madre y está mucho más de acuerdo con el papel de la mujer libre para tomar las decisiones que considere oportunas.

Termino recordando al grupo socialista su programa electoral, no hace falta que se lo repase, y a quien sí quiero hacer mención es a su jefe, al señor Rodríguez Zapatero, manifestando su total apoyo a la campaña portuguesa para la legalización del aborto por libre decisión de la mujer. Su secretario general, el Presidente del Gobierno, tiene por lo visto una posición favorable a esta decisión y pienso que deberían reflexionar sobre el sentido del voto. Acepto la propuesta que me pedía la portavoz del grupo socialista de dividir la votación de los puntos 3 y 4 con respecto al resto de los puntos de nuestra moción. Muchas gracias.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señor Erro. Por parte del Partido Socialista, señora Chivite, tiene la palabra.

SRA. CONSEJERA DE SALUD (Sra. Kutz Peironcely): Perdón, señor Presidente, ¿le puedo contestar ahora al señor Erro o espero a que terminen? 

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Espere a que termine la señora Chivite, si no, vamos a complicar excesivamente el debate. Señora Chivite, proceda, tiene diez minutos.

SRA. CHIVITE NAVASCUÉS: Esta ley no se aplica en Navarra, según nos ha respondido la señora Consejera, porque todos los médicos se acogen a la objeción de conciencia; todos, en bloque. En ese sentido, me voy a detener a hacer una pequeña reflexión: ¿son los médicos o profesionales sanitarios de Navarra distintos a los del resto de las comunidades? Porque, digo yo, si en otras comunidades se está aplicando esta prestación sanitaria es porque no todos los profesionales son objetores, ¿no?, entonces, aquí serán distintos, aunque, la verdad, esta afirmación me parece, cuando menos, sospechosa. Y me parece más sospechosa todavía cuando leo en un artículo del periódico un título que dice: No todos somos objetores. Los firmantes, por cierto, personal sanitario público, dicen que no es cierta la afirmación de la señora Consejera de que no es que la Administración no quiera, sino que los profesionales son los objetores.

Después de esta pequeña reflexión, que cada uno y cada una saque sus conclusiones, yo ya tengo las mías, y ya que estoy aquí las verbalizo, es el Gobierno de Navarra de UPN y CDN el que es objetor de conciencia y no ha tenido en ningún momento voluntad política para que las mujeres navarras estén en igualdad de derechos en materia sanitaria que el resto de mujeres españolas.

Y ahora me voy a referir a lo que ha dicho el señor Burguete de qué Gobierno y qué voluntad política. En los seis años que estuvo el Gobierno socialista, del 85 al 91, que, por cierto, no teníamos mayoría en el Parlamento, la aplicación de esta ley se retrasó por varios motivos. En primer lugar, hubo un recurso ante el Tribunal Constitucional que retrasó la aplicación de la ley y luego en Navarra los médicos se negaron porque hubo una judicialización de tres médicos que sí que practicaron la interrupción voluntaria del embarazo y a los que se les sometió a un linchamiento público. Con lo cual la situación en estos momentos no es la misma que entonces. Además, en el 85 estábamos ocupados en hacer la Ley Foral de Salud y en construir los hospitales y centros de salud, algo que la derecha navarra tampoco hizo en su momento.

Por otra parte, está el debate de la objeción de conciencia-interrupción voluntaria del embarazo. El deber de practicar la interrupción voluntaria del embarazo en los supuestos legales forma parte del conjunto de deberes derivados de la relación laboral o funcionarial del personal sanitario con la Administración, pero, a su vez, el personal sanitario tiene derecho, según recoge el artículo 16 de la Constitución Española, a acogerse a la objeción de conciencia. El Gobierno de Navarra está poniendo el derecho del profesional por encima del derecho que tienen las mujeres navarras a una prestación sanitaria, y esto no es justo y, además, me temo que está hecho con cierta intención.

Nosotros siempre hemos apostado por que se haga dentro de la sanidad pública y, si no pudiera ser, con un concierto con la sanidad privada, pero en estos momentos en Navarra no hay clínicas privadas dispuestas a hacerlo, con lo cual debe ser el Gobierno de Navarra mediante la sanidad pública de Navarra el que tiene que garantizar estos derechos. Lo que debería hacer el Gobierno de Navarra de UPN y CDN, si realmente tuviera voluntad política de solucionar este problema, es compatibilizar ambos derechos dentro de un mismo territorio y no mandar a las mujeres navarras a hacer lo que al Gobierno no le gusta a otras comunidades. Y digo lo de que al Gobierno no le gusta basándome en las afirmaciones que el señor Sanz hizo el pasado 25 de septiembre en Navarra Foro XXI, donde afirmó que es contrario a las prácticas abortivas. Pero, señorías, aquí no estamos hablando de lo que a mi moral o a mi conciencia le gusta o no le gusta, estamos hablando de un derecho, un derecho reconocido en el año 85 que la sanidad pública de Navarra debe prestar, un derecho que el Gobierno de Navarra está vulnerando y está tratando a las mujeres de Navarra como mujeres de segunda y, repito, se trata de más de seiscientas mujeres de Navarra al año.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Muchas gracias, señora Chivite. ¿La señora Consejera quiere intervenir? Le advierto que reabre el debate y habrá turnos de réplica. 

SRA. CONSEJERA DE SALUD (Sra. Kutz Peironcely): En ese caso me refiero a mi primera intervención y así no abro turno. Gracias, Presidente. 

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Considero que la señora Consejera no ha aportado absolutamente nada y por tanto no reabrimos el debate y no hay turnos de réplica. ¿A qué le van a replicar si ya han intervenido ustedes para responder a la señora Consejera? Por lo tanto, damos por finalizado el debate de estas dos mociones y vamos a proceder a las votaciones. Si mal no he entendido la portavoz del Partido Socialista señora Chivite ha solicitado la votación por puntos de la moción de Izquierda Unida. Les sugiero hacer dos grupos con los puntos. Por ejemplo, usted tiene reservas con el 3 y el 4, se pueden votar conjuntamente el 3 y el 4 y luego en otra votación el resto. ¿Les parece bien? Señores parlamentarios, vamos a votar la moción de Izquierda Unida y en concreto vamos a votar los puntos 1, 2, 5, 6, 7, 8 y 9. ¿De acuerdo? Comienza la votación. Señora Secretaria Primera, resultado, por favor.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): Votos a favor, 25; votos en contra, 24; abstenciones, 0.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Consecuentemente, quedan aprobados los puntos 1, 2, 5, 6, 7 y 9 de la moción de Izquierda Unida que hemos debatido. Votamos ahora conjuntamente los puntos 3 y 4 de la misma moción de Izquierda Unida. Comienza la votación. Señora Secretaria Primera, resultado, por favor.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): Votos a favor, 14; votos en contra, 35; abstenciones, 0.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Consecuentemente, quedan rechazados los puntos 3 y 4 de la moción de Izquierda Unida, que trata sobre la instancia al Gobierno de España y Gobierno de Navarra a realizar diversas acciones en relación con la maternidad, aborto, educación sexual, etcétera. Procedemos a votar la moción del Partido Socialista. Votamos el único punto de resolución. Comienza la votación. Señora Secretaria Primera, resultado, por favor.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): Votos a favor, 25; votos en contra, 24; abstenciones, 0.

SR. VICEPRESIDENTE PRIMERO: Consecuentemente, queda aprobada la parte resolutiva de la moción presentada por el Partido Socialista, que insta al Gobierno de Navarra a adoptar todas las medidas necesarias y adecuadas, tanto técnicas como humanas, para la prestación del servicio de interrupción del embarazo, dentro de los supuestos contemplados en la citada Ley, para que las mujeres puedan ejercer ese derecho siendo atendidas en la sanidad pública de Navarra.

